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Introducción

En el presente trabajo se analizarán las audiencias públicas convocadas por el Ministerio de

Economía y Producción y el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y

Servicios para discutir el acuerdo entre la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos

de Servicios Públicos (UNIREN) con las empresas de telecomunicaciones Telefónica de

Argentina (TASA) y Telecom (TECO) que tuvieron lugar el 28 de abril en Mar del Plata y

el 18 de mayo en Tucumán, respectivamente.

Los términos del acuerdo están contenidos en las Cartas de Entendimiento, de

características idénticas para ambas empresas, suscriptas por las partes el 15 de febrero de

2006 en el caso de Telefónica y el 6 de marzo del mismo año para Telecom y suponen

compromisos recíprocos entre las partes. El Estado acuerda cambiar la estructura tarifaria y

elaborar una nueva ley de Telecomunicaciones y paralelamente, las licenciatarias en

principio suspenderán y luego renunciarán a la demanda contra el Estado Argentino ante

los Tribunales del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones

(CIADI).

El principal problema que plantea la carta es que clausura la discusión sobre la propiedad

de la red y, a su vez oculta una cuestión de fondo de la negociación: la sanción de una

nueva regulación que posibilite a las telefónicas entrar en radiodifusión (que está prohibido

en el marco legal vigente) lo cual implica, entre otras cosas, la posibilidad de brindar

“Triple Play”(convergencia entre telecomunicaciones, radiodifusión e informática).
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Este trabajo parte de la hipótesis de que la Carta de Entendimiento supone una nueva

ratificación del monopolio que gozan dichas empresas desde el 90, dando lugar a un

negocio millonario que lesiona la competencia, en teoría abierta desde el año 2000 así

como también alienta a la exclusión social.

La renegociación de los contratos con las principales prestatarias de telefonía pública

comenzaron en 2002 con la sanción de la ley de Emergencia Pública en materia Social,

Económica, Administrativa, Financiera y Cambiaria (25.561) que terminó con la

equivalencia 1 peso/ 1 dólar. Las Cartas suscriptas recientemente consagran la posibilidad

de avanzar en un acuerdo definitivo en materia contractual. Luego de que UNIREN

presente su Informe Final relevando los principales argumentos esgrimidos en las

audiencias (ya está disponible en la página de Uniren para el caso de Telefónica y el 18 de

julio lo estará para Telecom), se dará intervención a la Procuración del Tesoro de la

Nación, la Sindicatura General de la Nación y al H. Congreso de la Nación, como paso

previo a la ratificación que corresponde al Poder Ejecutivo Nacional. De arribar a su

finalización con éxito, el procedimiento concluye con la celebración del Acuerdo de

Renegociación.

El objetivo general del trabajo consiste en dar cuenta que el Acta de Entendimiento

sostiene el esquema de privatización de los 90.

Los objetivos específicos son:

1. Dar cuenta del marco legal en relación a las telecomunicaciones desde el 90 hasta la

actualidad.

2. Problematizar las instancias de democracia directa en el procedimiento de audiencia

pública.

3. Establecer los puntos que contempla el acta de entendimiento y cuáles deja afuera.

4. Reconocer actores relevantes involucrados en la cuestión y sus principales intereses

y demandas.

5. Resaltar las posibles implicancias de los puntos olvidados en el acta.
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Marco teórico

Con el triunfo de la tríada Margaret Tatcher en Inglaterra, Ronald Reagan en Estados

Unidos y Helmut Kohl en Alemania, se lanza una ofensiva contra el papel redistributivo del

Estado Benefactor de post- guerra y el neoliberalismo se convierte en la ideología

dominante. Siguiendo los dogmas del Consenso de Washington[1], se procede a privatizar

toda la propiedad pública por “ineficiente” e “inflacionaria”. La tendencia dominante aboga

por la satanización del Estado como causante de todas las desgracias del sistema capitalista

como contracara de la exaltación del mercado. Así, la década del ´80 se caracterizó por la

gestación de los procesos de desregulación, privatización y retraimiento del Estado en los

aspectos cruciales del desarrollo económico. Particularmente en las telecomunicaciones, el

avance del neoliberalismo sobre las empresas del Estado se plasmó en el ingreso de los

grandes conglomerados gracias a la liberación de dichos mercados considerados hasta ese

momento monopolios naturales.

Aquí cabe hacer una aclaración, Acuña y Smith postulan que si bien por un lado las recetas

neoutilitaristas exigen un repliegue del Estado y un debilitamiento de los mecanismos

públicos de regulación macroeconómica; por otro lado, para imponer un modelo de

acumulación impulsado por el mercado el aparato estatal debe crecer en su capacidad y

poder. Los autores explican que pese a la retórica antiestatalista, el Estado debe

forzosamente cumplir un importante papel. En este sentido, en su artículo “Desregulación o

re- regulación”, Mastrini y Mestman dan cuenta que el uso del concepto desregulación

constituye una falacia dado que presenta al Estado en retirada cuando, por el contrario, se

encuentra en primera línea de batalla, generando un volumen de dispositivos legales

destinados a establecer reglas de juego acordes a los intereses de grupos oligopólicos. En

consecuencia, el término desregulación debe ser reemplazado por el de re- regulación.

Oszlak plantea que en los 90, el Estado queda en un rol subsidiario, al renunciar a la

prestación directa de bienes y servicios dejando paso al mercado o a instancias

subnacionales por lo que se advierte una tendencia generalizada a la desregulación y
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tercerización. De ser administrador de los servicios públicos, el Estado toma un rol de

regulador a través de la creación de los entes reguladores.

Este autor define la capacidad de regulación estatal como los recursos (materiales y

humanos) que disponen y están en condiciones de asignar legítimamente los entes estatales

responsables de regular la prestación de servicios públicos por agentes privados. A través

del Déficit de capacidad institucional del Estado -entendido como la brecha entre lo que el

ente regulador se propone realizar en el cumplimiento de su misión y lo que efectivamente

consigue-, el autor da cuenta de la incapacidad del Estado Argentino para cumplir

eficazmente su rol de regulador. En este sentido, asevera que el proceso que condujo a las

privatizaciones y la forma que adoptaron presenta una estrecha vinculación con el hecho de

que, no sólo se crearon entes regulatorios sin que existiera un marco regulatorio que defina

las actividades del sector, sino que también, se firmaron contratos de concesión sin dicho

marco. En la Argentina, la elaboración del marco regulatorio telefónico, que fue

encomendada a la Secretaría de Telecomunicaciones sobre la base de los principios y de

acuerdo con los plazos fijados en los pliegos de licitación implicó el reconocimiento formal

de esta limitación. Sin embargo, las consecuencias más visibles de este tipo de desfasajes se

manifestarían más tarde en casos tales como el rebalanceo tarifario contemplado en las

contratos de venta de la ex ENTEL.

Otro aspecto a destacar para el caso Argentino reside en la intervención de los organismos

multilaterales en el proceso de privatizaciones, lo cual condujo a que la acción de los entes

reguladores se viera cercenada por situaciones en las que los contratos de concesión

introdujeran cláusulas que imposibilitaran la regulación efectiva, sobre todo en lo que atañe

a generar competencia en los mercados de servicios y reducciones de tarifas. A raíz de esto,

Oszlak manifiesta la pérdida de autonomía del órgano regulador por la capacidad de

“lobbying” y representación de intereses que tienen las empresas locales y organismos

internacionales dentro del ente. Como se verá más adelante, esto sucedió con la

privatización de ENTEL.

 Del modelo burocrático al modelo gerencial de administración
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A partir de la reforma constitucional Argentina a mediados de los 90 se consagra el pasaje

del modelo burocrático al modelo gerencial de Administración Pública.

Tal como lo explica Andrea López (1997), el modelo burocrático tradicional suponía una

creciente responsabilidad estatal sobre diversas tareas colectivas planificadas y ejecutadas

por burócratas con alto grado de calificación técnica, pero sin responsabilidad directa frente

a los ciudadanos. El modelo se sustentaba en el supuesto de que quienes tomaban las

decisiones públicas prestarían atención a los intereses sociales significativos y actuarían

guiados por el interés general.

La extensión de las áreas de actividad estatal y el predominio de una cultura político

administrativa cerrada a la diferenciación personal de las necesidades y a la interacción en

los procesos de prestación generó un sistema administrativo tendiente a la estandarización,

con poca capacidad de recepción, aprendizaje y adaptación. El predominio del componente

técnico-profesional indujo procesos de prestación unidireccionales, en los que los

ciudadanos tenían roles pasivos como receptores de servicios y pasaban a depender

progresivamente de la actividad de la administración.

El pasaje del modelo de gestión burocrático al gerencial supone la búsqueda de una mayor

eficacia- eficiencia en las organizaciones y que la lógica del control y la evaluación deje de

ser de procesos y normas para pasar a medirse según el impacto y la performance. Se trata

de pasar a gobiernos abiertos e innovadores donde las estructuras organizativas ya no

tiendan a ser piramidales sino de interdependencia jerárquica y autonomía funcional,

favoreciendo el trabajo en equipos. Supone una lógica de gestión basada en la demanda

más que en la oferta, en suministrar información y capacidad de control sobre la

administración (García Delgado, 1997).

Estas reformas se vuelcan hacia el interior del aparato estatal con el objetivo de aumentar

su capacidad administrativa y a su vez se busca la satisfacción de los derechos de los

ciudadanos-usuarios. En consecuencia, con este paradigma en teoría se abren nuevos

espacios para el ejercicio del control ciudadano[2] (Flavio Fuertes,2000).

Coraggio afirma que la descentralización esconde un proyecto de gigantesca centralización

capitalista del poder económico a escala mundial. Sin embargo, advierte que mientras el

proyecto neoliberal jerarquiza su propuesta desde el eje económico de la privatización y la
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desregulación, se puede pensar en un proyecto democratizante que apueste a la

descentralización territorial del Estado, confiando en que la multiplicación de escenas de

gestión local abren un terreno favorable para la lucha cultural. El proyecto democratizante

debe impulsar la participación extendida de la población en la discusión y resolución de los

problemas nacionales, sectoriales y regionales.

El espacio estatal renovado difícilmente pueda surgir como una forma más democrática si

su institucionalización es dirigida desde arriba. Paradójicamente, en muchos casos, la

iniciativa de la descentralización viene de los gobiernos nacionales e incluso son agencias

internacionales las que lo imponen. Por lo tanto, la construcción del espacio democrático

debe hacerse desde abajo pero dentro del espacio que abre la iniciativa de

descentralización que viene desde arriba.

Si no se parte de un proyecto de profunda reforma del sistema político y de los sistemas de

reproducción económica y cultural, la descentralización puede ser sólo un divertimento y

no contribuir efectivamente a la democratización. Advertir esto y operar estratégicamente

requiere un movimiento político cultural de orden por lo menos nacional, lo que indica que

más que fragmentar la sociedad en búsqueda de nuevos sujetos sociales o políticos es

necesaria una radical rearticulación de lo local, sectorial y lo nacional, de la comunidad, la

sociedad y el Estado.

En este punto conviene introducir el concepto de Accountability societal vertical.

O´Donnell (2001) señala que las elecciones no son un instrumento suficiente de control

sobre los políticos. Existen numerosas acciones individuales y colectivas que ocurren en la

sociedad en cualquier momento entre elecciones. Parte de estas acciones están dirigidas a

reparar, impedir o sancionar acciones u omisiones de individuos electos en cargos

nacionales o subnacionales, así como funcionarios estatales no electos.

El autor retoma el concepto de Accountability societal vertical de Catalina Smulovitz y

Enrique Peruzzotti. quienes la definen como “un mecanismo no electoral, pero vertical, de

control de autoridades políticas que descansa en las acciones de un múltiple conjunto de

asociaciones de ciudadanos y de movimientos y sobre los medios, acción que tiene como

objetivo el exponer los errores gubernamentales trayendo nuevas cuestiones a la agenda
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pública o de activar el funcionamiento de agencias horizontales. Emplea herramientas

institucionales y no institucionales”. Así se genera un mecanismo dialéctico por el cual la

accountability horizontal[3] es una importante generadora de información que se torna

disponible públicamente y puede ser utilizada por aquellos que están ejerciendo

accountability vertical, no sólo para votar sino para acciones de accountability societal.

Al tener en cuenta la relación entre accountability y control ciudadano, se advierte que la

democratización del acceso a la información es una variable clave para el desarrollo de una

Administración Pública responsable. En consecuencia, el reconocimiento del derecho a la

información pública, la exposición pública de los proyectos de Ley y programas y la

institucionalización de las audiencias públicas en los organismos públicos son los insumos

relevantes para el surgimiento de mecanismos de control ciudadano en la Administración

Pública (Flavio Fuertes, 2000).

 Las audiencias públicas como mecanismo de control social

En lo que respecta a las telecomunicaciones, el procedimiento para las audiencias públicas

de la Comisión Nacional de Comunicaciones (CNC)[4] se sancionó en 1996.

Siguiendo a Cincunegui, Andrea López (2000) explica que para el caso específico de los

servicios públicos de gestión privada, la audiencia pública se erige como un procedimiento

orientado a promover la participación social en el control de los operadores de esas

actividades y de los propios organismos controladores. La audiencia pública brinda

transparencia y publicidad a la función de control y permite lograr mayor

eficacia en la toma de decisiones- tanto en relación con el desempeño de los prestadores

como del propio ente de regulación- a través del conocimiento directo de los reclamos,

demandas y opiniones de los usuarios reales y potenciales de los distintos servicios.

En la CNC es obligatorio convocar a una audiencia pública para los siguientes casos:

otorgamiento de autorizaciones para la prestación de servicios y para construir y ampliar

instalaciones, operaciones de consolidación, fusión y adquisición de acciones entre

empresas y grupos de empresas prestadoras., frente a denuncias de conductas

anticompetitivas o abusivas de la situación de monopolio, modificación de las tarifas,
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declaración de una tarifa como “injusta” o “irrazonable”, indebidamente discriminatoria o

preferencial, violaciones al marco reglamentario y renovación de habilitaciones.

Adicionalmente, el marco regulatorio del servicio público telefónico contempla que la CNC

pueda convocar a una audiencia pública para debatir aspectos de “grave repercusión

social”, sin definir los alcances específicos de esta caracterización.

Recientemente, se sancionó el decreto 1172/03[5] que, entre otras cosas, aprobó el

Reglamento General de Audiencias Públicas con el objetivo de universalizar en el ámbito

de la Administración Pública la adopción de un procedimiento que hasta el momento era

empleado fundamentalmente en el orden nacional, en el ámbito de servicios públicos.

El objetivo del decreto en materia de audiencia pública reside en que la misma “habilita la

participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones a través de un espacio

institucional en el que todos aquellos que puedan sentirse afectados, manifiesten su

conocimiento o experiencia y presenten su perspectiva individual, grupal o colectiva

respecto de la decisión a adoptarse”. De este modo, el decreto busca fortalecer la relación

entre el estado y la sociedad civil para desarrollar “una democracia legítima, transparente y

eficiente (....) garantizando el máximo flujo informativo entre los actores sociales y sus

autoridades a fin de asegurar el ejercicio responsable del poder”.[6]

Reglamentariamente, las audiencias públicas ofician como instancias de consulta y no se

prevé que las posturas y recomendaciones allí vertidas impliquen algún tipo de compromiso

para los reguladores. Dichas opiniones —no obstante su carácter no vinculante— deben ser

consideradas adecuadamente, estableciéndose la obligación de la autoridad de fundamentar

sus desestimaciones.

El decreto 1172/03 prevé que la audiencia pública puede ser convocada por cualquier

funcionario del Poder Ejecutivo Nacional (PEN). Si bien para cada decisión que deben

tomar en su ámbito los funcionarios no están obligados a llamar a audiencias públicas,

cualquier persona puede solicitarles la realización de la misma haciendo una presentación

que explique los motivos por los cuales sería necesaria (Guía Ciudadana, Foro Social para

la Transparencia, 2005).
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Antes de concluir con este apartado teórico resulta oportuno introducir conceptos como

cuestión y política dado que el presente trabajo versa sobre la audiencia pública celebrada

con motivo del acuerdo firmado entre el Estado y la principales prestadora de telefonía

pública del país (Telefónica de Argentina y Telecom). Más allá de que se haya utilizado

este mecanismo aperturista e inclusivo, el hecho de que el Estado firme un acuerdo así

como también lo que se resuelva luego de dicha audiencia (considerando la historia del

servicio de telecomunicaciones desde su privatización) claramente marcarán una posición

del Estado en materia de telecomunicaciones que puede ratificar o desestimar la trayectoria

del servicio desde la privatización de ENTEL.

Oszlak y O´Donnell (1984) definen “la cuestión” como aquellas demandas socialmente

problematizadas. Aquella tiene un ciclo vital que va desde su problematización social hasta

su resolución. Particularmente, en este trabajo se prestará atención a aquellos asuntos

problematizados sobre los que el Estado toma posición, por lo que los hace parte de la

agenda.

Los autores destacan la importancia de analizar tanto el período previo como el proceso por

el que una cuestión se convierte en tal para interpretar eventos posteriores y vislumbrar las

relaciones que el Estado establece con la sociedad civil.

A partir de esto, puede inferirse que una política estatal/ pública es la toma de posición del

Estado por la que se intenta la resolución de una cuestión. Se trata de “un conjunto de

acciones y omisiones que manifiestan una determinada modalidad de intervención del

Estado en relación con una cuestión que concita la atención, interés o movilización de otros

actores de la sociedad civil”.[7]

Por otra parte, Osklak y O´Donnell explican que además del Estado, otros actores también

toman posición frente a cuestiones que los afectan sopesando el volumen de recursos y

apoyos que puedan movilizar y de sus expectativas respecto del comportamiento de los

otros actores afectados por la cuestión. De este modo, adoptan políticas que pueden influir

en la resolución de las cuestiones.

En cuanto a los “actores estatales”, Fox (1992) sostiene que no puede hablarse de ellos

como algo homogéneo, sino que existen distintos intereses. Así, se analiza a los actores del
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estado de acuerdo a su grado de autonomía de interferencias externa en la toma de

decisiones de intereses y los objetivos y los medios para alcanzarlos.

El enfoque interactivo de Fox propone dos categorías: las rutas de acceso y las tendencias

políticas. La primera alude a las vías por las que los actores estatales se vincula con los

actores sociales, siempre teniendo en cuenta que, al momento de negociar, aquellos están

condicionados por su entorno institucional. En cuanto a las tendencias políticas, estas

marcan alianzas entre los actores estatales y los sociales para implantar una política pública.

Las “alianzas objetivas”, a diferencia de las explícitas, consisten en grupos que actúan en el

estado reforzándose mutuamente para presionar a favor o en contra de la implementación

de tipos particulares de reformas, pero sus actores no se consideran como aliados entre sí.

Por último, Fox plantea que para analizar a los actores del estado es necesario tener en

cuenta que el Estado, en la sociedad capitalista, se rige por el equilibrio variable entre la

acumulación del capital privado y la preservación de legitimidad política. Para este autor,

legitimación y acumulación dependen de las demandas externas y de las acciones

potencialmente autónomas y/o preventivas de los actores estatales.

La privatización de ENTEL y sus secuelas

Para poder comprender los términos en los que se discutió en las audiencias públicas de

Telefónica y Telecom que tuvieron lugar en abril y mayo de 2006 respectivamente,

conviene hacer un recorrido por la privatización de la ex ENTEL - tanto a nivel de actores e

intereses involucrados así como también en lo referente al marco legal que propició dicho

proceso- y sus consecuencias respecto a la conformación del mapa del sector de

telecomunicaciones.
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La privatización de la empresa de telefonía estatal, que tuvo lugar a partir de la crisis

hiperinflacionaria del bienio 89-90, constituyó “el mascarón de proa” que preparó el terreno

para posteriores privatizaciones. Dado que en la base de la crisis de esos años había un

conflicto por la apropiación del excedente entre los conglomerados nacionales y extranjeros

que operaban en el país y los acreedores externos, la privatización de ENTEL puede

entenderse como “la prensa de paz” que permitió saldar el conflicto. En consecuencia, con

esta privatización se verifica por un lado, la asociación y concordancia de intereses entre el

capital concentrado interno, la banca acreedora externa y determinadas empresas

trasnacionales. Por el otro, también se constata la forma concreta en que el Estado se

subordinó a los intereses de estos actores facilitándoles el acceso a la propiedad de las

empresas privatizadas y estableciendo a través de marcos regulatorios, las condiciones para

que obtuvieran ganancias extraordinarias. (Abeles, Forcinito, Schorr 2001).

En agosto de 1989 (un mes antes de la sucesión presidencial), el gobierno de Alfonsín logra

la sanción de las leyes de Emergencia Económica (el PEN puede legislar prescindiendo del

Congreso Nacional) y de Reforma del Estado (autoriza la privatización de las empresas

estatales) otorgando al PEN un poder inusitado en lo referente al patrimonio estatal.

Una vez en el gobierno, Menem nombró como interventora de ENTEL a María Julia

Alzogaray quien desde el comienzo de su gestión se abocó a la tarea de hacer rentable la

adquisición del monopolio telefónico estatal. Así, no sólo no hizo nada por aliviar el ahogo

fiscal para tratar de maximizar el valor de venta de la empresa pública a ser transferidas al

sector privado, sino que se produjo adrede un empeoramiento en la gestión de la

empresa[8].

La venta de la empresa estatal de telefonía contaría con el apoyo de las clases medias que

se sentían especialmente afectadas por la baja calidad del servicio que prestaba ENTEL.

Una vez efectuada la privatización, inmediatamente causó un efecto de legitimación social

dado que se produjo una formidable modernización y expansión de la red telefónica básica.

A su vez, contribuyeron a dicha legitimación una porción importante de los medios de

comunicación locales que terminarían en manos de los mismos propietarios de las

compañías telefónicas privadas, neutralizando el potencial crítico de la sociedad (Abeles,

Forcinito, Schorr 2001).
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En enero del ´90 se llamó a Concurso Público Internacional para la privatización de

ENTEL mediante la venta de acciones. Son 3 los consorcios que resultaron seleccionados

para competir por el monopolio estatal: Bell Atlantic, Telefónica de España y Telecom[9].

En un principio, Bell Atlantic ganó la zona norte y Telefónica la zona sur. Sin embargo,

como Bell Atlantic no pudo reunir a tiempo la cantidad necesaria de papeles de la deuda

externa, Telecom resultó ser la licenciataria.

Si se tiene en cuenta la composición de los consorcios que se presentaron para la compra de

ENTEL se advierte la necesidad que tuvo el capital extranjero- sea financiero o vinculado a

las operadoras internacionales del servicio- de asociarse a la elite local como forma de

participar exitosamente en dicho proceso de privatización (Abeles, Forcinito, Schorr 2001).

Para poder comprender en términos monetarios lo que implicó “el negocio del siglo”

conviene citar a Martín Abeles quien afirma que “por la venta del 60% de ENTEL, se

recaudaron 214 millones de dólares en efectivo y 5.028 millones en títulos de deuda

argentina en valor nominal. Si se toma su cotización de mercado, en aquel entonces en

torno al 15% de su valor nominal, la cantidad de títulos que recibió el gobierno argentino

supuso una inversión, por parte de los adjudicatarios, de aproximadamente u$s 750

millones en títulos. Es decir, sumando el aporte en efectivo, una inversión de

aproximadamente u$s 1.000 millones por el 60% de los activos de ENTEL. En este sentido,

uno de los aspectos donde quedó reflejada la subordinación del gobierno a los intereses del

establishment económico fue la significativa subvaluación de los activos de la empresa (el

precio mínimo establecido en el decreto 62/90 fue de 1.672 millones por toda la empresa,

1.003 millones por el 60% del paquete accionario) .... A su vez, la subvaluación de los

activos transferidos volverá a notarse en diciembre de 1991 y marzo del 92 ya que cuando

se colocó a la venta en el mercado de valores el 30 % restante de las acciones de la ex

ENTEL se recaudaron 2.057 millones de dólares”[10].

Cabe destacar que al momento de elaborar el Pliego de Bases y Condiciones para la

privatización del servicio telefónico se estableció la exclusividad temporal (7 años con

posibilidad de prórroga por 3 años más) debido a que el objetivo era liberalizar el mercado

de telecomunicaciones en el futuro. Sin embargo, desde un principio, se planteaba la

posibilidad que las empresas adjudicatarias de ENTEL llegaran lo suficientemente
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fortalecidas al momento de la liberalización como para neutralizar la presión competitiva

derivada del eventual ingreso de nuevas empresas.

De este modo, la estructura de mercado que emergiera como resultado de la transferencia

de la empresa se convirtió en un aspecto central en la futura viabilidad de un esquema

competitivo en la prestación del servicio de telefonía debido a que existía la posibilidad de

que dicho proceso de competencia se viera condicionado por la propia configuración

estructural del mercado que resultara del proceso privatizador (Abeles, Forcinito, Schorr

2001).

¿Cómo se resolvió la cuestión? Contrariamente a la posibilidad de futura competencia , la

privatización de ENTEL determinó la presencia de dos empresas operando

monopólicamente sus respectivas áreas de licencia, además conservaron conjuntamente el

monopolio de las llamadas de larga distancia- nacional e intenacional-, a la vez que se

vieron favorecidas por la posibilidad, concedida por el propio marco normativo, de

participar en los segmentos competitivos del mercado como la telefonía celular y las

comunicaciones personales (PCS), lo que condujo al incremento del grado de concentración

económica del conjunto del mercado local de telecomunicaciones.[11]

 Marco legal

Hasta 1989, el parque telefónico se distribuía de la siguiente manera: 90% ENTEL; 6%

Ericsson y el 4% cooperativas independientes.

La ley de reforma del Estado ( 23696/90)- que se reglamentó a partir de los decretos 59/90,

60/90, 61/90 y 62/90- es la base jurídica del proceso de reforma del marco legal de las

telecomunicaciones[12]. Supone tres etapas:

1) Privatización

2) Desmonopolización

3) Desregulación
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Privatización

El decretos 59/90 determina que se divida el territorio nacional en dos áreas: Norte y Sur.

En función de esta división territorial, por el decreto 60/90 se creó la sociedad

Licenciataria Norte (luego Telecom) y la Sociedad Licenciataria Sur (Luego Telefónica de

Argentina). Así, se estableció un duopolio para las Licenciatarias de Servicio Básico (LBS).

A su vez estableció en su artículo 3° que el objeto social único de las sociedades

licenciatarias sería la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones, exceptuando

expresamente a la radiodifusión (lo mismo se ratificó en el decreto 62/90 y se mantendrá

durante el período de desmonopolización en el decreto 264/98).[13]

A través del decreto 61/90 se estableció la Sociedad Prestadora de Servicios

Internacionales (SPSI) y la de Servicios en Competencia (SSEC). En cuanto a la primera, se

consagró el monopolio de TELINTAR – cuya composición accionaria era 50% de

Telefónica y 50% de Telecom- dado que se dispuso un régimen de exclusividad para que

preste servicios de telefonía internacional, transmisión internacional de datos y servicios de

télex. Respecto de la SSEC, se otorgó el monopolio a STARTEL S.A (50% de Telefónica y

50% de Telecom) para prestar servicios de Telex nacional y radio móvil marítimo.

Bajo el supuesto de que si se ofrecía exclusividad se vendería ENTEL a mejor precio, el

decreto 62/90 consagró la exclusividad temporal de las licencias de servicio básico e

internacional por 7 años con posibilidad de prórroga por 3 años más, sujeta al cumplimiento

de ciertos requisitos/metas. También se determinó que, una vez finalizado el período de

exclusividad, las LSB podían solicitar licencias para prestar otros servicios en régimen de

competencia así como en telefonía básica fuera del área original.

En aquellas zonas donde operaban cooperativas independientes, las adjudicatarias no

podían prestar servicios.

El decreto mencionado establece que la nueva licenciataria recibiría todos los activos de

ENTEL, los pasivos serían asumidos por el Estado Argentino.

Se estipula la venta del 60% del paquete accionario de ENTEL a cada una de las nuevas

firmas. A su vez, se preveía la cesión del 10% de las acciones al personal de la empresa en
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un Programa de Propiedad Participada. Por último, el 30% restante se ofreció a la venta

pública en el mercado de valores. Se fijó un precio mínimo de 1.672 millones de dólares

para todas las empresas a abonarse una parte al contado y otra con la compra de títulos de

deuda externa argentina, que serían considerados en su valor nominal. A su vez, resultaría

ganador aquel consorcio que dado el precio base tuviera más títulos de deuda externa

Argentina. También se exigía que en cada consorcio participara una compañía telefónica

con experiencia internacional. En cuanto al personal de ENTEL, debía ser incluido en las

nuevas sociedades (norte y sur), en el SPSI y SPSC.

Para la licitación, se implantó un sistema de “doble sobre” por el que se evaluaba en primer

lugar, la capacidad técnica y financiera de las ofertas y luego, la presentación de las ofertas

de los pre- clasificados en la primera etapa..

Telefonía celular

Este servicio comenzó a ser prestado en noviembre de 1989 en el AMBA (Área Múltiple de

Bs. As.) por MOVICOM. En 1990 llegó al mercado MINIPHONE, una empresa formada

por Telefónica y Telecom, y pasó a ser la única competidora de Movicom. La competencia

de estas dos empresas condujo a una significativa expansión del sistema. En 1992, se llamó

a concurso para la prestación del servicio de telefonía celular en el resto del país. Así surge

CTI.

A fines de los ´90 Miniphone de disuelve (a partir del decreto 266/98) y se divide en dos

empresas: Personal (Telecom) y Unifón (Telefónica). De este modo, las mismas empresas

que eran monopólicas en la prestación de servicio básico telefónico comenzaron a operar el

servicio móvil celular compitiendo con CTI y Movicom.

Rebalanceo Tarifario:

De acuerdo con el Pliego, el “price cap” sería la metodología elegida para establecer las

tarifas de la empresa privatizada. Este mecanismo regiría para el período de exclusividad y

se establecería en base a la inflación doméstica medida por el Índice de Precios al
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Consumidor menos 2% anual. El descuento se elevaría al 4% anual durante el período de

prórroga de la exclusividad. Con la vigencia del Plan de Convertibilidad se fijó un nuevo

acuerdo por el cual licenciatarias se comprometían a mantener su nivel tarifario promedio, a

cambio de una desgravación parcial del IVA en sus ventas.

Finalmente, el gobierno reemplazó el mecanismo de indexación tarifaria y accedió a que las

empresas vinculen los aumentos tarifarios de acuerdo a la evolución del dólar

estadounidense (López, Felder, 1999).

El Pliego también establecía la base para calcular la rentabilidad tope de 16%, incluida en

la fórmula de ajuste tarifario, pero esta cláusula no se puso en vigencia ante la renuncia

expresa de las Licenciatarias sobre esta garantía (Abeles, Forcinito, Schorr, 1998).

El decreto 92/97 consagra la reestructuración del servicio básico telefónico. El decreto

alude al derecho de mantenimiento del equilibrio financiero del contrato[14].

En realidad, la reestructuración sentó las bases para que las LBS implementaran un subsidio

cruzado desde la telefonía básica urbana hacia la inteurbana nacional e internacional

obteniendo la posibilidad de fijar precios predatorios que eliminaran la competencia en este

último segmento una vez que estuviera abierto a la competencia. A su vez, permitiría a las

LSB competir con los servicios de telefonía móvil. (Abeles, Forcinito, Schorr, 1998).

Concretamente, la reestructuración del sistema tarifario consistió en la reducción de las

tarifas de larga distancia, la eliminación de pulsos libres, aumento en el primer pulso y

aumento en el abono mensual.

Desmonopolización

El punto de partida de esta segunda etapa, de transición hacia la plena desregulación del

mercado de las telecomunicaciones, son los decretos 264/98 y 266/98. Así como también

la Reforma Constitucional de 1994: el artículo 42 incorpora el derecho a la educación

para el consumo, a la defensa de la competencia, a la calidad y la eficiencia de los servicios.

La desregulación total llevaría a la atomización del mercado e incrementaría la fuerza de

los operadores dominantes. Para evitar estos problemas era necesario alentar las inversiones

y la creación de nuevas tecnologías. En consecuencias, en 1998 el gobierno fundamenta sus
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tesis de producir una apertura gradual a la competencia por medio de un proceso

planificado y progresivo con el objetivo de proteger los intereses de los usuarios.

A través del decreto 264/98 se establece un Plan para la liberalización de las

Telecomunicaciones cuyo cronograma es el siguiente: a) marzo ´98, telefonía pública; b)

julio ´98, telefonía rural; c) enero ´99, transmisión de datos; d) noviembre ´99, telefonía

básica (nacional, local e internacional)

En el decreto 264/98 se afirma que el período de transición tiene la finalidad de flexibilizar

el mecanismo de entrada al mercado, fortalecer la posición de los operadores

independientes y atenuar la de los operadores dominantes.

Asimismo se establece el llamado a concurso para las áreas rurales y la conformación de las

nuevas sociedades para competir oportunamente con las LSB. Dichas sociedades no debían

tener vínculos con las LSB sino que debían estar integradas por operadores independientes

de TV por cable u otros, en definitiva, por prestadores de servicios de telecomunicaciones

con redes físicas instaladas.

Se otorga a los LSB una prórroga por dos años y a TELINTAR, por 3 años. En el decreto se

considera que al finalizar este período de transición (en noviembre del ´99) las LBS podría

tener negocios conjuntos.

Por su parte, el decreto 266/98 resuelve el esquema de la licitación de las PCS (servicio de

comunicación personales que incluye telefonía celular de tercera generación y telefonía

digital con apoyatura satelital.). Señala la necesidad de fomentar el desarrollo de redes

nacionales de comunicación inalámbrica para garantizar condiciones de competencia.

Este decreto sanciona que la empresa Miniphone (como se mencionó anteriormente

compuesta por Telefónica y Telecom) debe escindirse. Así se conforman Unifon, de

Telefónica y Personal, de Telecom.

El decreto 266/98 generó muchas críticas porque fue favorable a los operadores dominantes

del sector conduciendo a una mayor concentración del mercado, contrariamente a las

intenciones declaradas. En la licitación de PCS se otorgaron 4 licencias, entre los 15

interesados, se concedieron dos licencias a los operadores telefónicos dominantes, las otras

dos fueron para CTI y MOVICOM.
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Al finalizar el cronograma propuesto para la liberalización había 8 operadores de telefonía

pública, 4 de telefonía celular (Unifón, Personal, Movicom, CTI operaban en cada una de

las 3 regiones en que se divide el país), 7 de larga distancia (finalmente, fue irrestricto y

podían ser más de 7) y 4 de telefonía local (Telefónica, Telecom, Movicom, CTI).

Desregulación (re- regulación)

El pretendido espíritu de la desregulación abogaba por la libertad de comercio, libre acceso

al mercado, libre circulación de la información, eliminación de toda regulación que

favoreciera a los monopolios y los privilegios.

La Ley 25.000/00 abre la competencia irrestricta a todos los servicios, excepto en la

transmisión satelital.

El punto de partida de la desregulación es el decreto 764/00, aprobado en septiembre de

2000 por De la Rúa, en la gestión de Henoch Aguiar en la Secretaría de Comunicaciones.

El espíritu del decreto se centró en el bienestar del usuario ya que cuando la competencia se

concretara, las tarifas bajarían.

El decreto 764/00 contempla: el Reglamento de Licencias para el Servicio de

Telecomunicaciones; el Reglamento Nacional de Interconexión; el Reglamento General de

Servicio Universal y el Reglamento sobre Gestión, Control y Administración del Espectro

Radioeléctrico.

1- Reglamento de las licencias para el servicio de Telecomunicaciones

Aquí se explicaba que ante la inminencia de la convergencia tecnológica, el régimen que

fijaba divisiones de servicios no se correspondía con la realidad. Así, este reglamento

elimina las distinciones vigentes entre servicio telefónico, telecomunicaciones en general,

servicios de valor agregado, Imagen y datos.

Se autoriza la Licencia Única que deja de lado las distinciones alámbrico-inalámbrico, fijo-

móvil, nacional-internacional. Por lo tanto, dicha licencia permite la prestación de cualquier

servicio en todo el territorio nacional. Sin embargo, esta licencia es independiente del uso

del Espectro Radioeléctrico, se pone un límite debido a que hay pocas bandas de
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frecuencia (uno puede tener la licencia pero, si para prestar un servicio se necesita una

frecuencia como el en caso de telefonía celular, debe solicitarla de forma separada y no

necesariamente será otorgada).

La licencia única no tiene límite temporal ni pone restricciones para la participación de

capitales extranjeros. El prestador del servicio puede o no tener infraestructura propia.

Los requisitos para acceder a la licencia consisten en la presentación de un plan técnico y

programa de inversiones para los 3 años próximos, descripción del servicio y del área de

cobertura.

2- El Reglamento sobre Administración, Gestión y Control del Espectro

Radioeléctrico dispone de la necesidad de realizar una asignación competitiva de bandas.

Teniendo en cuenta que se trata de un recurso escaso, su administración debe ser

“transparente, objetiva y no discriminatorias para garantizar la igualdad de acceso”. Se

dispone del llamado a concurso para otorgar licencias. Las autorizaciones tendrán un plazo

de vigencia no inferior a 5 años y podrá renovarse indefinidamente.

3- Reglamento Nacional de Interconexión

Los prestadores deben proporcionar la interconexión solicitada por terceros prestadores que

necesitan acceso a la Red de Telefonía Pública Nacional (RTPN). Debe garantizarse el

principio de acceso ya que si se vulnera este derecho, no hay competencia posible.

Los precios para hacer uso de la red deben ser razonables, trasparentes y no

discriminatorios. En principio, el mismo se acuerda libremente entre las partes, si no llegara

a haber un arreglo, deberá intervenir la Secom.

El Reglamento Nacional de Interconexión señala que la portabilidad numérica es un

derecho del usuario que consiste en que un usuario que quiera mudarse o cambiar de

operador podrá mantener su número telefónico.

4- Reglamento General del Servicio Universal (SU)[15]

Señala la necesidad de asegurar el acceso de todos los habitantes a los servicios esenciales

de telecomunicaciones sin importar sus circunstancias económicas, localización geográfica,
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limitaciones físicas. Consiste en subsidiar los servicios no rentables. Establece que el SU es

un concepto dinámico que debe revisarse periódicamente, teniendo en cuenta la evolución

tecnológica, las demandas de servicios y las necesidades insatisfechas. En primera instancia

se toma como esencial la telefonía básica, luego se ampliará a Internet. Con respecto al

financiamiento del SU, se estableció que los proveedores de telecomunicaciones tendrían

la obligación de un aporte de inversión al Fondo Fiduciario del Servicio Universal (FFSU),

equivalente al 1% de sus ingresos totales, en base a la declaración jurada. [16]

Audiencias pública por la renegociación de contratos de Telefónica y Telecom

Convocadas por el Ministerio de Economía y Producción y el Ministerio de Planificación

Federal, Inversión Pública y Servicios, se llevaron a cabo las audiencias públicas por el

acuerdo entre la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de

Servicios Públicos (UNIREN) con las empresas de telecomunicaciones Telefónica de

Argentina (TASA) y Telecom (TECO) cuyas bases y términos están contenidos en las

Cartas de Entendimiento suscriptas por las partes (el 15 de febrero de 2006 en el caso de

Telefónica y el 6 de marzo del mismo año para Telecom). Dichas Cartas, de características

idénticas para ambas empresas, suponen compromisos recíprocos entre las partes. En

consecuencia, para llevar a discusión pública las Cartas de Entendimiento, el 28 de abril de

2006 se realizó la audiencia de Telefónica de Argentina en el Intersur Hotel 13 de julio en

la Ciudad de Mar del Plata y el 18 de mayo se realizó el mismo proceso con Telecom en el

Hotel Catalinas Park, en San Miguel de Tucumán, provincia de Tucumán.

En ambos casos, las autoridades de la audiencia fueron:

Presidente: Dr. Jorge Gustavo Simeonoff

Presidente Alterno: Ing. Hugo Rothamel

Secretarios: Dr. Pablo Verdun y Dr. Eduardo H. Falcon.

La renegociación de los contratos con las principales prestatarias de telefonía pública

comenzaron en 2002, la celebración de las Audiencias Públicas es una más de las distintas
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etapas por las que atravesó el proceso. Luego de que UNIREN presente su Informe Final

relevando los principales argumentos esgrimidos en las audiencias[17], se dará intervención

a la Procuración del Tesoro de la Nación, la Sindicatura General de la Nación y al H.

Congreso de la Nación, como paso previo a la ratificación que corresponde al Poder

Ejecutivo Nacional. De arribar a su finalización con éxito, el procedimiento concluye con la

celebración del Acuerdo de Renegociación.

§ Antecedentes en la renegociación. Creación de UNIREN

Aduciendo importantes pérdidas por la crisis económica Argentina que en el 2002 terminó

con la equivalencia 1 peso/ 1 dólar, Telefónica de Argentina y Telecom presentaron una

demanda por u$s 1.800 millones contra el Estado Argentino ante los Tribunales del Centro

Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI).

La ley 25.561 promulgada el 6 de enero de 2002 (que declaró la emergencia pública en

materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria) dejó sin efecto, en los

contratos celebrados por la Administración Pública bajo normas de derecho público, las

cláusulas de ajuste en dólar o en otras divisas extranjeras y las cláusulas indexatorias

basadas en índices de precios de otros países y cualquier mecanismo indexatorio,

disponiendo también que los precios y tarifas resultantes de dichas cláusulas quedaran

establecidas a la relación de cambio UN peso ($ 1.-) = UN dólar estadounidense (u$s 1).

Así, la Ley de Emergencia Pública se constituyó en el marco legal para realizar la

renegociación de los contratos de las licenciatarias de servicios públicos, en este caso, de

Telefonía.

La Unidad de Renegociación y Análisis de contratos de Servicios Públicos (Uniren) fue

creada por el Decreto 311/03 el 3 de julio de 2003 y se hizo cargo de proseguir con el

proceso de renegociación llevado a cabo hasta ese momento en el ámbito de la Comisión de

Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos, creada por el decreto 293/02.

Uniren depende del Ministerio de Economía y Producción, y Planificación Federal,
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Inversión Pública y Servicios. Su misión es suscribir acuerdos integrales o parciales con las

concesionarias y licenciatarias de servicios públicos "ad referéndum" del Poder Ejecutivo.

Desde el 20 de mayo de 2004, tanto Telefónica y Telecom como el Estado manifestaron su

voluntad de acercar posiciones con la firma de una Carta donde se fijaron algunos

compromisos y lineamientos esenciales “con el objeto de construir los consensos necesarios

para avanzar en el proceso definitivo”.

Con el antecedente de dicho documento, bajo la premisa de que las licenciatarias

cumplieron “aceptablemente” sus contratos de transferencia y para lograr la desestimación

de la denuncia contra el CIADI, en febrero y marzo de 2006 se firmaron las nuevas cartas

cuyos contenidos (que se expondrán más adelante) se discutieron en las audiencias de Mar

del Plata y Tucumán.

Problemas de las instancias de democracia directa en el procedimiento de audiencia

pública

Antes de presentar los contenidos específicos de las Cartas de Entendimiento que fueron

objeto de debate público es preciso problematizar algunos aspectos del procedimiento de

Audiencia Pública en general, ejemplificando con acontecimientos recientes de las

audiencias de Telefónica y Telecom.

La realización de la audiencia debía significar la posibilidad de abrir un debate público

sobre la Carta de Entendimiento suscripta por las principales empresas de telefonía pública

y Uniren. Si bien el decreto nº 1172/03 que aprobó el Reglamento General de Audiencias

contempla la participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones, llamó la

atención la escasa concurrencia a las audiencias. En el caso de Telefónica, asistieron menos

de un centenar de personas, de los cuales se inscribieron 48 participantes para hacer uso de

la palabra y efectivamente expusieron 36. En cuanto a Telecom, la convocatoria no superó

las 50 personas y de las 37 que solicitaron hacer presentaciones orales, sólo 29 lo hicieron.

Estas cifras resultan llamativas si se piensa que Telefónica tiene 4,5 millones de clientes de

telefonía fija y Telecom, 3.7 millones.
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Siguiendo el pensamiento del politólogo chileno Tomás Mouriano, Martín Becerra afirma

que las audiencias públicas están logrando un mecanismo de ocultamiento que distorsiona

la concepción de lo que es el sistema democrático a partir del postulado que indica la

presunta igualdad de todos los que participan. Desde su perspectiva, el mecanismo de

audiencia funciona solamente en la medida en que exista una articulación orgánica entre

aquellas personas que preparan una presentación técnica y políticamente competente y un

conjunto de intereses que se ven representados en ellas. Paradójicamente, la democracia

directa funciona cuando hay mecanismos que garantizan cierta representación y elaboración

previa.[18]

En este sentido, si bien se suele considerar que las audiencias públicas son un espacio para

garantizar una participación más activa de los usuarios y/o de sus asociaciones, el carácter

no vinculante de las opiniones allí vertidas y la decisión de convocatoria unilateral coartan

la posibilidad de utilizar las audiencias como medio privilegiado para la concertación. A

esto se suman las notorias asimetrías de información, desigualdad de recursos técnicos

entre las partes, desigualdad en la distribución de los tiempos de exposición, así como

también la presumible hegemonía del debate por parte de los actores corporativos que

redunda en un condicionamiento en las resoluciones del proceso consultivo (López, Felder

1997).

Vale la pena retomar el problema de la desigual asignación en los tiempos de exposición en

el caso de las audiencias de Telefónica y Telecom. En ambos casos, los tiempos estaban

distribuidos de modo que las licenciatarias, UNIREN y el Defensor del Pueblo de la Nación

tenían 30 minutos para hacer sus presentaciones, mientras que los Defensores del Pueblo de

las distintas provincias, empresas del sector y asociaciones de consumidores y usuarios,

entre otros disponían de 15 minutos. Por su parte, los inscriptos bajo la categoría de

“particular interesado”[19] tenían 10 minutos para exponer.

Con respecto a la preparación previa para presentarse en las audiencias, los interesados

podían tomar vista de las actuaciones administrativas vinculadas al objeto de la audiencia

en la sede de UNIREN, limitando la posibilidad de tomar contacto con los expedientes a

aquellos que no viven en la Ciudad de Buenos Aires.
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También resulta pertinente hacer referencia a los lugares de celebración de las audiencias

¿Se trató de adoptar un criterio federalista? El artículo 12 del Reglamento General de

Audiencias del Decreto 1172/03 prescribe que la elección del lugar será establecida por la

autoridad convocante (en este caso, ministerio de Economía y ministerio de Planificación)

considerando las circunstancias del caso y el interés público comprometido. Entre los

aspectos a tener en cuenta se puede nombrar el interés que despierta el asunto en la opinión

pública; que pueda atraer a numeroso público; velar por la seguridad de los participantes,

entre otros.

En este sentido, el criterio utilizado para la elección parece haberse fundado en la necesidad

de evitar que un asunto de tal relevancia cobre verdadera notoriedad. Definitivamente, las

locaciones elegidas trajeron una merma en la concurrencia que, probablemente se haya

visto acrecentada por la escasa cobertura mediática tanto en la convocatoria como luego de

la audiencia.

Andrea López (1997) sostiene que se pueden advertir diferencias según se haya consagrado

la audiencia pública como un mecanismo necesario para la toma de determinadas

decisiones o se realicen audiencias “con renuencia y a fuerza de demandas judiciales”.

Ambas posturas pueden considerarse como uno de los factores determinantes de resultados

regulatorios favorables o desfavorables en términos de transparencia, niveles tarifarios,

aplicación de sanciones, etc. Aún así, el principal problema de las audiencias es que se han

convertido en instrumentos puramente formales- consultivos más que resolutivos-

careciendo de la capacidad de influir en el proceso de toma de decisiones.

En el caso de las audiencias de Telefónica y Telecom habrá que esperar para ver hacia

dónde se inclina la balanza y hasta qué punto son tomadas en cuenta las severas críticas y

denuncias realizadas hacia las principales licenciatarias por parte de una gran cantidad de

representantes de diferentes sectores. De todos modos, las expectativas son bajas, basta

citar a Juan Pablo Leyro, Coordinador de UNIREN para vislumbrar una resolución que

termina por subordinar las decisiones estatales al capital: “para pensar en no renegociar y

rescindir las licencias, previamente debería haberlo hecho la SECOM, por otra parte, hay

que sopesar el perjuicio para el Estado”.[20]
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Carta de Entendimiento

Como se mencionó anteriormente, este año Telefónica y Telecom firmaron Cartas de

Entendimiento con UNIREN donde se establecieron los lineamientos para llevar adelante la

renegociación del Contrato de Transferencia.

El contenido de la propuesta es exactamente igual para ambas prestadoras. A continuación

se esbozarán los puntos principales.

Elaborado sobre la base de la documentación remitida por la CNC, la conclusión del

Informe de cumplimiento de la UNIREN fue que tanto Telefónica como Telecom habían

cumplido “aceptablemente” con la prestación del servicio en el marco del Contrato de

Transferencia lo cual habilitaba para avanzar sobre el presente proceso de renegociación.

En dicho informe también se afirma sin dar mayores precisiones que subsisten reclamos

pendientes entre las partes referidos a cuestiones propias del desarrollo de las operaciones

vinculadas con aspectos técnicos y regulatorios que forman parte del ejercicio de la licencia

que no se relacionan con los tópicos de la emergencia y deben ser resueltos antes del 30 de

junio por la Autoridad de Aplicación, es decir, la Secretaría de comunicación (SECOM).

Sin embargo, esto no afecta el proceso.

Con el objetivo de “generar certidumbre que asegure la previsibilidad para los inversores”

(lo cual ya va perfilando un acuerdo que implica un acatamiento a los requerimientos del

capital) las partes establecieron:

• En lo referente a inversiones, investigación y desarrollo de tecnología, las

licenciatarias se comprometen a impulsar investigaciones o desarrollos relacionados

con nuevos servicios, acciones tendientes a la reducción de la brecha digital y al

desarrollo de la sociedad de información y programas de actualización y

transferencia de tecnología.

• En cuanto al régimen de Calidad del Servicio, se definen metas para el 2010 para

el servicio básico, establecidas en el Decreto N° 62/90 y en el Reglamento General

de Calidad del servicio básico telefónico, aprobado por la Resolución SECOM Nº

25839/96.
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• Régimen tarifario Según lo plantean desde Uniren, no se dispone ningún tipo de

resarcimiento y/o compensación por eventuales pérdidas que hayan tenido las

empresas como consecuencia de la emergencia. Sin embargo, se introduce en el

Régimen Tarifario Vigente la unificación de la banda horaria correspondiente al

horario de tarifa reducida para las llamadas locales y de larga distancia nacional e

internacional. Lo que significa que se atrasará una hora el período de tarifa

reducida. De modo que el esquema queda de la siguiente manera: Lunes a Viernes

de 22:00 a 8:00 horas del día siguiente; sábados de 00:00 a 8:00 horas y de 13:00 a

24:00 horas; y domingos y feriados nacionales las 24 horas.

• Llamadas internacionales entrantes en el área local Con el fin de adecuar su

valor a los estándares internacionales y a los efectos de mejorar el balance de

divisas del país producto del uso de los servicios de telecomunicaciones

internacionales se aplica un factor de corrección que triplica el costo de las llamadas

internacionales entrantes en el área local. Quedan excluidas las llamadas

internacionales entrantes hacia los centros de atención telefónica –call centers-

ubicados dentro del territorio argentino.

• Suspensión y desistimientos En una primera etapa -antes de la entrada en vigencia

del acuerdo-, las licenciatarias y sus accionistas deberán suspender por el término de

210 días hábiles todos los reclamos y demandas derivados de la aplicación de la ley

de emergencia, comprometiéndose a no iniciar nuevas acciones. En una segunda

etapa, dentro de los 30 días de ratificada el Acta Acuerdo por el Poder Ejecutivo

Nacional, las licenciatarias y sus accionistas desistirán definitivamente de los

reclamos judiciales y arbitrales.

• Marco regulatorio el Poder Ejecutivo Nacional se compromete a elevar un

proyecto para una nueva ley de Telecomunicaciones cuyos contenidos mínimos

consistirán en

*Asegurar la estabilidad y vigencia del Marco Regulatorio del sector;

* Preservar y garantizar la estabilidad jurídica en beneficio del desarrollo de los servicios;

* Afianzar el bien común de la Nación;

* Asegurar la prestación adecuada de los servicios;
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* Garantizar la efectiva protección de los derechos de los usuarios y consumidores;

* Incentivar la participación del sector privado en las telecomunicaciones;

* Fomentar la evolución sustentable del desarrollo tecnológico del sector;

* Desarrollar la industria nacional de las telecomunicaciones;

* Promover la creación del empleo;

* Fomentar compromisos de inversión que garanticen el desarrollo sostenible de las

infraestructuras de telecomunicaciones, y

* Establecer un trato equitativo para todos los prestadores.

De lo anterior surgen algunos factores importante que el Entendimiento excluye. En primer

lugar, la Carta clausura la discusión sobre la propiedad de la Red, lo que implica una

legitimación estatal de los principales grupos empresarios del sector. De este modo,

se estaría pensando en la sanción de un nuevo marco regulatorio a partir de una discusión

que tiene como actores exclusivos a Telefónica y Telecom.

A su vez, quedan “olvidados” algunos puntos contemplados en el decreto 764/00. Cabe

destacar que esta normativa estableció la existencia de la Licencia Única que deja de lado

las distinciones entre servicio telefónico, telecomunicaciones en general, servicios de valor

agregado, imagen y datos así como también las diferencias entre alámbrico-inalámbrico,

fijo-móvil, nacional-internacional. En este sentido, en la Carta de Entendimiento se

renegocia solamente la telefonía fija dejando fuera la telefonía celular e internet con el afán

de obviar la regulación de estas prestaciones.

Otros aspectos del decreto relegados son las elevadas tarifas de interconexión debido a la

existencia de un modelo concentrado que divide el mercado entre Telefónica y Telecom,

esta es una de las más usuales prácticas restrictivas de la competencia. Así como también el

deliberado deterioro de las condiciones de interconexión o el despliegue de una política de

precios predatorios por parte de las incumbentes (licenciatarias monopólicas), que consiste

en el cobro de precios por debajo de los costos posibilitado por la población cautiva en la

prestación del servicio básico (Abeles, Forcinito, Schorr, 2001).

Dentro del Reglamento de Interconexión del decreto 764 se encuentra la posibilidad de

portabilidad numérica, vedada en esta Carta. Además se obvia el depósito de la tasa
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adeudada en concepto de Fondo Fiduciario del Servicio Universal (que debió haber entrado

en vigencia antes del 1º de enero de 2001 y aún no se ha creado); y la libre elección del

operador telefónico mediante un sistema de selección por marcación.

Todo esto impide una competencia real de otros operadores habilitados para brindar

telefonía básica y al mismo tiempo no sólo obstaculiza el acceso a telefonía en zonas donde

la baja teledensidad no resulta rentable sino también impide la independencia de los

usuarios en la elección de la prestación del servicio.

Actores relevantes en las audiencias de Telefónica y Telecom

Como señalan Oszlak y O´Donnell, ante una determinada “cuestión”, diferentes actores

toman una posición. A continuación se procederá a reconocer los actores relevantes que se

pronunciaron ante la firma de la Carta de Entendimiento entre el Estado y las principales

prestadoras de telefonía pública.

Dado que en ambas audiencias en muchos casos participaron los mismos actores, se

realizará un tratamiento conjunto aunque, también se indicará la existencia de algún actor

relevante que se haya presentado sólo en una de las audiencias.

En primer lugar, se señalan las posturas de conformidad de los actores “directamente

involucrados” con la firma del acuerdo.

En representación del Estado, Uniren expresó que el acuerdo alcanzado no contempla

ningún resarcimiento por los efectos que pudo ocasionar la emergencia a las compañías.

Las empresas prestatarias se comprometen a suspender y eventualmente renunciar a la

demanda del CIADI, a cambio del compromiso por parte del Estado a modificar la

estructura tarifaria y elaborar un nuevo marco regulatorio. Con respecto a lo primero, en el

caso de las llamadas internacionales entrantes al área local se sostiene que no afectará a los

usuarios argentinos, lo mismo sucede en cuanto a la unificación de la banda horaria ya que

“los usuarios se adecuarán al nuevo horario reducido”. Se sugiere que las empresas no
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obtendrán rentabilidad si no que se proyecta la elaboración de un marco estable que asegure

previsibilidad para los inversores.

En lo que respecta a las empresas incumbentes (dominantes), Telefónica de Argentina

manifestó que “la combinación de la telefonía, la transmisión de datos, las señales

audiovisuales y la informática son una realidad”. Se declaró que el acuerdo alcanzado

ratifica el compromiso del Grupo Telefónica con la República Argentina. Para subrayar sus

compromisos se mencionaron los aportes de la compañía en la expansión de la red y las

líneas telefónicas desde el 90 y se enfatizó en el crecimiento de telefonía celular,

transmisión de datos y servicios de valor agregado como por ejemplo Internet. También

señaló que a pesar de la recesión de 2001 no sólo las tarifas no aumentaron sino que

además, la empresa no se retiró e invirtió en el país, capacitó a sus empleados, pagó a sus

proveedores y brindó servicios a sus clientes, ocupándose de los sectores menos

favorecidos a través de las líneas para Jefes y Jefas del Hogar.

Por su parte, Telecom presentó argumentos similares a Telefónica en cuanto al crecimiento

de líneas instaladas desde la privatización y ayuda a los sectores menos favorecidos, así

como también aportes a la educación y PyMes a través de las capacitaciones. Al igual que

la licenciataria de zona sur, Telecom expresó que al suspenderse la Convertibilidad, no

hubo aumento tarifario. Por último, Luis Perazo, Director de Comunicaciones y Relaciones

Externas de Telecom resaltó que a pesar de que “las cifras resultantes de la apertura del

mercado argentino están en línea con la de los países en que se ha desarrollado la

competencia, en esos países, el operador dominante mantiene una participación en su

mercado, mucho mayor que el que actualmente detenta Telecom en Argentina”.

Los actores estatales no son homogéneos en su interior, es por eso que otros actores del

Estado tomaron una posición frente a la cuestión distinta a la de Uniren. De este modo, el

Defensor del Pueblo de la Nación rechazó la Carta de Entendimiento “por vaga y

abstracta” ya que desde su perspectiva, no define las metas que deben cumplir las

licenciatarias, ni sus obligaciones en cuanto a inversión en infraestructura de las redes.

También se señaló que la Carta olvida aspectos del decreto 764 como la interconexión, el

servicio universal y el fondo fiduciario del servicio universal que están pagando los

PDF Creator - PDF4Free v2.0                                                    http://www.pdf4free.com

http://www.pdfpdf.com/0.htm


usuarios y no las empresas. Además, sostuvo que en la Carta no se detallan los reclamos

pendientes de las empresas. El Defensor consideró que primero se debe discutir sobre la ley

para que luego pueda hacerse lo propio con los contratos. Calificó a la CNC de “ineficiente

y poco confiable” a la hora de verificar los grados de cumplimiento.

Desde el Poder Legislativo también expresaron disconformidad por el acuerdo. Los

diputados nacionales por la UCR y Avelino Tamargo en representación de Mauricio

Macri y el PRO consideraron que la Carta garantiza el duopolio existente, asimismo

establece un aumento de tarifas encubierto, no adopta medidas sobre interconexión ni

menciona la competencia.

Desde el bloque de diputados por el Partido Socialista (que sólo asistieron a la audiencia

de Telecom) se sostuvo que la Carta sólo podrá discutirse una vez que se haya tratado en el

Congreso el nuevo marco regulatorio. A su vez, en la Carta falta contemplar los derechos

de los usuarios.

Diferentes actores sociales también criticaron la Carta de Entendimiento. Las Asociaciones

de Usuarios y Consumidores coincidieron en que la Carta representa la claudicación

nacional ante los intereses de las empresas privadas. El acta reconoce a las empresas la

propiedad de la red asegurándoles el monopolio y la perpetuidad de su licencia. Se indicó

que solamente se renegocia la telefonía fija, dejando sin regular otros servicios como

telefonía celular e Internet. Asimismo creen que la unificación de la franja horaria encubre

un aumento de tarifas. Las asociaciones expresaron que, contrariamente a lo que se dice,

Telefónica y Telecom sufren un proceso de desinversión desde 2001 que afectó la calidad

del servicio y dejó abandonadas zonas de menor rentabilidad. En cuanto a los puntos

olvidados por la carta, hablaron de los compromisos de las empresas con el servicio

universal, el fondo fiduciario del servicio universal y la interconexión. Por último afirmaron

que el usuario está completamente ausente de la Carta ya que no se toma en cuenta la

atención al cliente.

Cabe nombrar dos excepciones en cuanto a las Asociaciones de Consumidores y Usuarios

que se presentaron en la audiencia de Telefónica dado que a diferencia de los planteos

enunciados antes se mostraron a favor de la Carta de Entendimiento. Se trata de la Liga de
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Amas de Casa, Consumidores y Usuarios que sostuvo que “no es bueno que una empresa

multinacional deje el país... las empresas son las únicas que invierten y no se quiere volver

al momento en que tener un teléfono era un lujo”.

También hay que destacar el caso de la Asociación Protección Consumidores del Mercado

Común del Sur (PROCONSUMER). Mientras que en la audiencia de Telecom se presentó

una representante de la filial de Jujuy que fue sumamente crítica con la carta y la empresa

(esgrimiendo argumentos similares a los planteados más arriba), en la audiencia de

Telecom, el representante de PROCONSUMER mostró una postura decididamente

optimista ante el acuerdo. Señaló que si bien la Carta no es “el ideal” de los consumidores,

en definitiva se trataba de un logro del gobierno que consiguió un acuerdo por el que no se

aumenta ni se afecta en forma generalizada a todos los consumidores.

En cuanto a las posturas de los sindicatos telefónicos, tanto el Centro de Profesionales de

empresas de Telecomunicaciones (CEPEL) como FOETRA Buenos Aires coincidieron en

sus críticas al considerar que se discute sobre una parte muy pequeña de lo que comprenden

las telecomunicaciones, es decir, sólo se renegocia la telefonía fija excluyendo la telefonía

móvil, Internet, voz y datos. Ambos gremios se mostraron preocupados por la

deslocalización en la prestación de servicios que, desde su perspectiva, precariza las

condiciones laborales. Además señalaron la falta de funcionamiento del Servicio Universal.

CEPEL solicitó que se ponga en suspenso la carta hasta que no se consideren las

telecomunicaciones como un objeto integral.

Por parte de las empresas entrantes (las que quieren competir con las monopólicas), el

representante de Telmex (quien expuso en las dos audiencias) manifestó que todavía

existían temas pendientes de la apertura del año 2000 y resaltó que en materia de

interconexión, los convenios preparados por las empresas dominantes son “contratos

leoninos de adhesión” que contradicen lo establecido por las normas. A su vez expresó que

las disposiciones de la Ley Nº 25.561 del 2002 sirvieron de justificación a las empresas

telefónicas para una aplicación asimétrica del Coeficiente de Estabilización de Referencia

(CER) a los cargos de interconexión. Afirmó que las Cartas regulan todo el sector sin la

participación de usuarios y prestadores, lo que resulta arbitrario. Entonces señalo que el

procedimiento de consulta era insuficiente, ya que en él no se trataba un proyecto de ley
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específico, destacando que no debería considerarse como consulta válida para el

tratamiento futuro de la ley de telecomunicaciones. Indicó que notaba varios temas

ausentes, como ser la regulación de los sistemas de acceso a Internet, conocidos como

0610, los que se mantienen como un duopolio de las empresas telefónicas y la portabilidad

del número, derecho del usuario que nunca ha sido exigido a los prestadores.

Goblal Crossing (GC SAC)- que solo expuso en la audiencia de Telefónica-, coincidió con

Telmex en cuanto a que se discute el proyecto de una nueva ley sólo con los prestadores

dominantes y en la necesidad de convocar una nueva audiencia para tratar dicho proyecto.

Impsat, Ertach y Red Alternativa no expusieron en las audiencias en forma oral sino que

presentaron ponencias escritas que mostraron visiones coincidentes con Telmex y Global

Crossing respecto al trato privilegiado que estarían recibiendo las incumbentes. Señalaron

que esta renegociación no fomenta la competencia y va a significar la consolidación del

duopolio que había previo a la liberalización del sector en la Argentina. Por último, estos

competidores de las incumbentes pidieron ser tomados en cuenta al momento de discutir la

regulación y la futura Ley de Telecomunicaciones.

Frente a las críticas empresarias que suscitó la Carta de Entendimiento, la empresa

Transistemas celebró la normalización de las relaciones entre el Estado y las telefónicas.

Sin embargo, expresó su aspiración de que la nueva ley de Telecomunicación estableciera

pautas básicas de lo que puede y no puede hacer el sector (haciendo clara alusión a la

posibilidad de que las empresas de telecomunicación comiencen a prestar radiodifusión).

Así como también pidió que la nueva ley sea discutida por todos los actores.

Los prestadores de cable presentaron sus objeciones a las Cartas de Entendimiento. La

Asociación Argentina de Tv por Cable (ATVC) fue la gran ausente del sector en la

audiencia de Telefónica. Sin embargo, estuvo presente en la de Telecom donde recordó las

diferentes normas jurídicas que mantienen la separación entre radiodifusión y

telecomunicaciones por las que Telefónica y Telecom están inhabilitadas para brindar

servicios de Radiodifusión.

En la misma dirección se expresó el representante de RedIntecables quien además señaló

la necesidad de “adelantarse” ante la elaboración de una nueva ley de Telecomunicaciones
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y solicitó que “antes de ser llevada al congreso, sea objeto de un profundo análisis en el que

todos los sectores de la sociedad tengan tiempo y oportunidad de dar ideas”.

Respecto de los prestadores de cable se puede observar que su interés por mantener marcos

normativos separados reside en que ellos no tendrían restricciones legales para prestar

servicios de convergencia entre radiodifusión, telecomunicaciones e informática, pero si se

habilitara a las dominantes a hacerlo no tendrían fuerza para competir en este servicio. Una

fuente perteneciente a una empresa prestadora de cable nucleada bajo ATVC manifestó

que “para poder armarnos y estar en condiciones de ofrecer radiodifusión de modo

competitivo, necesitaríamos el mismo tiempo que tuvieron las telefónicas como

exclusivas... si para prestar Internet tenemos que pagar un precio de interconexión de

$2000, se hace muy dificultoso competir”.

Entre acusaciones y críticas, durante las audiencias también hubo apoyos a los acuerdos

entre el Estado y las telefónicas. En el caso de la audiencia de Telecom, las Cooperativas

de Telecomunicaciones (FECOSUR y FECOTEL) celebraron la “normalización del

contrato” suspendido durante la crisis de 2002. También vieron con beneplácito la

elaboración del proyecto de una nueva ley y recordaron que sus necesidades deben ser

tenidas en cuenta en aquella.

Otra de las opiniones favorables hacia el acuerdo fue el del representante de la Universidad

Católica Argentina (UCA) quien sostuvo que Telefónica hace enormes esfuerzos de

capacitación ya que de hecho la Universidad poseía un programa de capacitación para

Pymes financiado por la empresa.

Por último, cabe señalar los signos aprobatorios expresados por las Uniones Industriales

de Tucumán, Entre Ríos y Santa Fe (que expusieron en la audiencia de Telecom), la

Cámara de Informática y Comunicaciones de la República Argentina (CICOMORA) y

el Consejo Profesional de Ingeniería de Telecomunicaciones, Electrónica y

Computación (ambas expusieron en las dos audiencias) que aplaudieron la

"normalización" de las relaciones entre el Estado y las licenciatarias del servicio, el

desistimiento de estas últimas de los reclamos arbitrales ante organismos internacionales y

el acuerdo para el mantenimiento de tarifas.
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Implicancias de los puntos “olvidados” en la Carta

De los aspectos excluidos en la Carta de Entendimiento que se explicitaron con anterioridad

y a la luz de algunas de las críticas esbozadas por ciertos actores durante las audiencias,

resulta fundamental retomar dos de ellos.

Como se mencionó más arriba, el acuerdo entre Telefónica y Telecom con Uniren, no sólo

desestima el debate sobre la propiedad de la red de telecomunicaciones sino que además,

oculta una cuestión de fondo de la negociación: la elaboración “a puertas cerradas”, con el

solo consenso de las dos principales Licenciatarias de una nueva ley de telecomunicación

que, modificando el marco legal vigente, posibilite a las telefónicas ingresar en

radiodifusión. Es decir, se trata de la consolidación de la convergencia entre telefonía,

señales audiovisuales y transmisión de datos o sea, brindar “Triple Play”.

Nicholas Garnham explica que la convergencia de radiodifusión, telecomunicaciones e

informática supone el potencial de una red de banda ancha conmutada (intercambio

bidireccional de paquetes de información con una mayor capacidad de transmisión gracias a

la digitalización) que suministre todos los servicios electrónicos a hogares y a empresas,

que llegará a los usuarios a través de una terminal informática. Los consumidores realizarán

un pago único de todos los servicios de acuerdo a su uso.[21]

En la actualidad hay dos maneras de prestar Triple Play: por un lado, se puede brindar a

través del tendido de un solo cable que llega al hogar (es el que están ensayando los

cableros). Otra posibilidad consiste en usar los sistemas de telefonía fija que ya están

instalados para montar encima la banda ancha, lo que se utiliza actualmente para dar

telefonía IP.

Garnham plantea 5 niveles de convergencia: de canales de distribución, de formatos

(posibilidad de que surjan nuevos formatos), modos de consumo (servicios de sentido único

o interactivo), modos de pago (la tendencia es al pago por consumo, típico de las

telefónicas e internet frente al financiamiento por publicidad del audiovisual) y

convergencia de mercados (unificar el mercado doméstico y empresarial).
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Ante este panorama, se hace presente el problema de la democracia comunicacional frente a

la concentración ¿quién accederá a prestar el servicio, cómo se controla?

Ricchieri (1994) describe las lógicas de la radiodifusión y las telecomunicaciones. Entre

otras cosas, señala que en el caso de las telecomunicaciones, la empresa que gestiona el

servicio se ocupa de la infraestructura del transporte de información, por tal motivo, el

sector está regulado por normas de inspiración económica e industrial. Por el contrario, la

radiodifusión se ocupa de los contenidos, los programas. Así, su regulación es de carácter

política- cultural.

Retomando a Garnham, el desarrollo para posibilitar la convergencia requiere importantes

niveles de inversión para hacer una actualización completa de las redes para que soporten

altas velocidades de transferencia de datos, fundamentalmente para los servicios de TV

digital. A diferencia de los contenidos, la transmisión es cada vez más barata e incide cada

vez menos en el costo total del servicio lo que, en principio, deja mejor posicionadas a las

telefónicas para prestar el nuevo servicio. El gran problema para los operadores de redes es

que no tienen como llenar la totalidad de banda ancha mientras que el sector audiovisual

tienen la titularidad de los derechos de los contenidos pero no el canal de transmisión.

Si bien se puede decir que desde el punto de vista tecnológico la convergencia entre

sectores es posible, aún subsisten barreras regulatorias y culturales. Con respecto a estas

últimas, por el lado de los posibles prestadores, como se mencionó recién, se rigen por

lógicas distintas, sin embargo, hay que tener en cuenta que, en lo referente a la

radiodifusión, la convergencia cambiaría la naturaleza del servicio dado que terminaría con

la apariencia de gratuidad para asumir las características de las telecomunicaciones regidas

por el pago por consumo. En este sentido, debe haber una disponibilidad social para instalar

el mercado de Triple Play, habría que ver si los usuarios están dispuestos a pagar por el

acceso a los usos tradicionales.

Por todo lo expuesto, se observa que la propuesta debatida durante las Audiencias de

Telefónica y Telecom respecto del nuevo marco regulatorio no es un tema menor.

Particularmente en el caso de Telefónica, si la nueva ley permitiera la propiedad cruzada la

incursión de esta empresa en Triple play agudizaría el panorama comunicacional regido

por la concentración ya que Telefónica no sólo posee la red de telefonía pública, sino
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también los contenidos por ser accionista de Telefe (en el 2005 se renovó la licencia de

Telefe a Telefónica de España a pesar de que no está permitido el ingreso al 100% de

capitales extranjeros y mucho menos si no existe un tratado de reciprocidad con dicho

país).

Por eso, durante las audiencias, desde diferentes sectores como las empresas que quieren

competir (entrantes), los operadores de cable (en ambos casos perjudicados por los precios

de interconexión) y/o desde las asociaciones de usuarios (que reclaman su derecho de

acceso y servicio universal) se advirtió que se estaba llevando adelante una negociación que

tiene como interlocutores privilegiados a las compañías que vienen siendo favorecidas

desde la privatización de ENTEL.

Si no se discute la cesión de la red a estas dos empresas, y no se tienen en cuenta los puntos

de vista de otros sectores se ratificará una vez más el esquema de privatización de los 90

que redundará en mayores grados de concentración al subordinarse a los intereses de

capitales internacionales en detrimento de la democratización de las comunicaciones, que

fomente la inclusión social. Más allá de que uno de los puntos de la carta de entendimiento

expresa el compromiso de reducir la brecha digital, se hace complicado pensar cómo se

hará mientras se mantenga un esquema de exclusión al no existir un servicio universal que

garantice el acceso a toda la población.

En esta dirección cabe recordar el planteo de Diego Rossi (2006) quien manifiesta que

desde el punto de vista social, garantizar un servicio universal permite la comunicación con

otras localidades, reduce el aislamiento de las poblaciones, especialmente de aquellas de

menores ingresos, y disminuye la migración a las ciudades. Asimismo, contribuye a una

mejor educación y facilita el acceso de la población de menores recursos a servicios de

información. Es decir que el servicio universal se basa en tres dimensiones: equidad

distributiva (servicias accesibles a usuarios de bajos ingresos), cobertura geográfica

(instalación de líneas telefónicas en zonas remotas) e igualdad material física (servicio sea

física y económicamente accesible a los usuarios minusválidos o discapacitados físicos).

En consecuencia, se puede afirmar que a partir de la falta de cuestionamiento sobre la

propiedad de la red desde el momento que Uniren sostiene que las licenciatarias han

cumplido sus contratos razonablemente, “por acción u omisión” se delinea una política
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pública en materia de telecomunicaciones que sostiene las posiciones dominantes

consagradas en el esquema privatizador de los 90.

Tomando a Fox, en forma inmediata se puede decir que la ruta de acceso de las

licenciatarias dominantes fue la demanda ante los tribunales arbitrales internacionales, el

CIADI, a fuerza de presión. A su vez, también cabe señalar la importancia de la barrera de

entrada dada por la precedencia histórica de Telefónica y Telecom por la cual no sólo se

llegó a la firma de la carta de entendimiento como forma de resarcirmiento económico

luego de la crisis de 2001 (privilegio que no gozó ninguna otra empresa), sino también se

estableció el compromiso de discutir una nueva ley de telecomunicaciones exclusivamente

con estas dos empresas.

En cuanto a las tendencias políticas a las que se refiere Fox, si bien el hecho de llamar a

audiencias públicas supone un gesto democrático, por el contrario, como se mencionó

recién, hay que destacar que previamente ya se había consolidado una alianza entre el

Estado y las Telefónicas a través de la firma de la carta que cedió la red a estas

licenciatarias en forma perpetua. Además, concretamente en lo que se refiere a la audiencia,

debido a su carácter no vinculante, habrá que ver hasta qué punto el PEN toma en cuenta lo

dicho en esa instancia.

Fox señala que para analizar a los actores del estado es necesario tener en cuenta que en la

sociedad capitalista, el Estado se rige por el equilibrio variable entre la acumulación del

capital privado y la preservación de legitimidad política. En este sentido, la firma de la

Carta de Entendimiento opera a favor de la acumulación aunque la legitimación ante la

renuncia de la demanda millonaria ante el CIADI también tiene su peso y, como

consecuencia, el Estado accedió a la elaboración de una nueva ley de telecomunicaciones

que, a pesar de suscitar el interés de muchísimos actores, sólo se negoció en una carta que

comprende a dos prestadores.

Si como plantean Oszlak y O´Donnell una política se define como el conjunto de acciones

u omisiones que manifiestan una modalidad de intervención estatal, los acuerdos celebrados

con la firma de la Carta de Entendimiento entre Uniren y Telefónica y Telecom tienden a

definir una política en materia de comunicación/ telecomunicaciones que continua los
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lineamientos históricos que se establecieron desde la privatización de ENTEL otorgando a

dichas empresas la posibilidad de ganancias exorbitantes.

De este modo, se puede dar cuenta que los actores estatales tuvieron la capacidad para

actuar (aunque por las críticas señalas en las audiencias se puede observar la incapacidad

del Estado como regulador), pero no la autonomía para fijar sus propios objetivos y que,

por el contrario, estuvieron establecidos por los representantes del sector del capital.

Conclusiones

La privatización de ENTEL significó la alianza de intereses entre el capital concentrado

interno, la banca acreedora externa y determinadas empresas trasnacionales así como

también la subordinación del Estado a los intereses de estos actores facilitándoles el acceso

a la propiedad de las empresas privatizadas y estableciendo a través de marcos regulatorios,

las condiciones para que obtuvieran ganancias extraordinarias.

Cabe destacar que al momento de elaborar el Pliego de Bases y Condiciones para la

privatización del servicio telefónico se estableció la exclusividad temporal (7 años con

posibilidad de prórroga por 3 años más) debido a que el objetivo era liberalizar el mercado

de telecomunicaciones en el futuro. Sin embargo, desde un principio, se planteaba la

posibilidad que las empresas adjudicatarias de ENTEL llegaran lo suficientemente

fortalecidas al momento de la liberalización como para neutralizar la presión competitiva

derivada del eventual ingreso de nuevas empresas.

Contrariando la posibilidad de futura competencia, la privatización de ENTEL determinó la

presencia de dos empresas operando monopólicamente sus respectivas áreas de licencia,

además conservaron conjuntamente el monopolio de las llamadas de larga distancia-

nacional e intenacional-, a la vez que se vieron favorecidas por la posibilidad, concedida

por el propio marco normativo, de participar en los segmentos competitivos del mercado

como la telefonía celular y las comunicaciones personales (PCS), lo que condujo al

incremento del grado de concentración económica del conjunto del mercado local de

telecomunicaciones.
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Aún así, con la sanción de la ley de Emergencia Pública y Reforma del régimen cambiario

(25.561), Telefónica y Telecom presentaron una demanda contra el Estado Argentino ante

los tribunales del CIADI aduciendo pérdidas ocasionadas por la crisis.

Las Cartas de Entendimiento firmadas entre Uniren y las Licenciatarias dominantes

(Telefónica y Telecom) suponen la posibilidad de avanzar en un acuerdo definitivo por el

que se retire la demanda al Estado a cambio de una modificación en la estructura tarifaria y

la sanción de una nueva ley de Telecomunicación.

En este marco, se realizaron dos audiencias para abrir un debate público sobre las Cartas

conforme el decreto nº 1172/03 que aprobó el Reglamento General de Audiencias que

contempla la participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones. Si bien se suele

considerar que las audiencias públicas son un espacio para garantizar una participación más

activa de los usuarios y/o de sus asociaciones, inmediatamente se suscitaron algunas

cuestiones que minaron el carácter presuntamente democrático de dicha instancia como la

desigualdad en la asignación de tiempos para exponer, en la preparación previa, la

limitación para tomar contacto con los expedientes que sólo podían consultarse en la sede

de Uniren en Buenos Aires. A esto se sumó la escasa cobertura mediática y el pretendido

carácter federalista en la elección de los lugares para la realización de las consultas públicas

que casualmente trajeron aparejada una merma en la concurrencia. En definitiva, el gesto

de poner ante consulta pública los acuerdos firmados entre el Estado y las prestatarias de

servicios de telecomunicación no pudo soslayar la necesidad de evitar que un asunto de tal

relevancia cobrara verdadera notoriedad.

Como señalan Oszlak y O´Donnell, ante una determinada “cuestión”, diferentes actores

toman una posición. De los participantes en las audiencias estuvieron a favor de la Carta de

Entendimiento las cooperativas de Telecomunicaciones, la UCA, Uniones Industriales y

Cámaras, que celebraron la “normalización” de la relación entre el Estado y las telefónicas

dominante y, al mismo tiempo, solicitaron ser tenidas en cuentas para la elaboración del

proyecto de ley de Telecomunicaciones.

Por el contrario, se opusieron a la firma de la Carta, el Defensor del Pueblo de la Nación;

desde el Poder Legislativo, los diputados de la UCR, del bloque Socialista y del PRO; las

Asociaciones de Usuarios y Consumidores en general (salvo por algunas excepciones); los
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sindicatos del sector, las empresas de Telecomunicaciones entrantes (a excepción de

Transistemas) y los prestadores de cable. Con matices, sus argumentos se relacionaron con

la ineficiencia de la CNC como organismo de control que no vio el incumplimiento de

contrato de las telefónicas; la vaguedad de la Carta; la falta de aplicación de pautas del

decreto 764 como Servicio Universal, Fondo Fiduciario e Interconexión. Asimismo, se

denunció un aumento encubierto de tarifas, la renegociación de telefonía fija

exclusivamente y el trato preferencial recibido por Telefónica y Telecom que redundó en el

acuerdo de sanción de una nueva ley de telecomunicaciones a puertas cerradas obviando la

consideración de las opiniones de otros prestadores y del conjunto de la sociedad en

general.

Si la privatización de ENTEL contó con el apoyo de las clases medias quienes

posteriormente le dieron su legitimación, en el caso de las Cartas puestas a discusión

primaron las críticas sobre el consentimiento. Aún así, el principal problema de las

audiencias es que se han convertido en instrumentos puramente formales- consultivos más

que resolutivos- careciendo de la capacidad de influir en el proceso de toma de decisiones.

Incluso, suelen estar signadas por la hegemonía de los actores corporativos que condicionan

la resolución del proceso.

Siguiendo a Fox, se puede decir que la ruta de acceso de las licenciatarias dominantes fue la

demanda ante los tribunales arbitrales internacionales que, a su vez opera como forma de

legitimación del acuerdo. En cuanto a las tendencias políticas, si bien el hecho de llamar a

audiencias públicas supone un gesto democrático, por el contrario hay que destacar que

previamente ya se había consolidado una alianza entre el Estado y las Telefónicas a través

de la firma de la carta que cedió la red a estas licenciatarias en forma perpetua

concediéndoles la posibilidad de negociar una nueva ley que tenga a Telefónica y Telecom

como interlocutores privilegiados. Además, concretamente en lo que se refiere a la

audiencia, debido a su carácter no vinculante, habrá que ver hasta qué punto el PEN toma

en cuenta lo dicho en esa instancia.

Para concluir, a partir de la falta de cuestionamiento sobre la propiedad de la red desde el

momento que Uniren sostiene que las licenciatarias han cumplido sus contratos

razonablemente, “por acción u omisión” se delinea una política pública en materia de
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telecomunicaciones que sostiene las posiciones dominantes consagradas en el esquema

privatizador de los 90 que redundará en mayores grados de concentración al subordinarse a

los intereses de capitales internacionales en detrimento de la democratización de las

comunicaciones, que fomente la inclusión social.
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[1] Tal como lo explican Acuña y Smith (1996) retomando a John Williamson , entre otras
disposiciones, el Consenso de Washington incluye una amplia reforma del Estado
(privatización de empresas públicas, reforma fiscal, reducción del gasto público y
eliminación de los subsidios al consumo y a los intereses productivos “ineficientes”); dejar
que los precios alcancen su nivel “correcto” dando prioridad al mantenimiento del
equilibrio macroeconómico; reformas orientadas al mercado (deregulación y
desmonopolización del sector privado, flexibilización del mercado laboral) y una
reinserción competitiva en la economía mundial (liberalización del comercio, promoción de
las inversiones extranjeras).

[2] Andrea López (1997) recuerda que la Constitución Nacional del 1994 representa una de
las iniciativas de mayor alcance en materia de protección de los usuarios. En el artículo 42
se establecen los derechos de los consumidores y usuarios “a la protección de su salud,
seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz, a elegir libremente
y a condiciones de trato equitativo y digno”. Además de la tutela de estos derechos, “las
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autoridades proveerán a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia
contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y
legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos y a la constitución de
asociaciones de consumidores y usuarios.” El mismo artículo dispone que la legislación
deberá prever “la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y
de las provincias interesadas” en los organismos de control de los servicios públicos.

[3] Guillermo O´Donnell define la accountability horizontal (AH) como “la existencia de
agencias estatales que tiene autoridad legal y están capacitadas para emprender acciones
que van desde el control rutinario hasta sanciones penales o incluso impeachment, en
relación con actos u omisiones de otros agentes o agencias del estado que pueden ser
calificados como ilícitos”. Se trata de medidas colectivamente vinculantes y respaldadas
con la supremacía de la coerción.

[4] Se crea en el momento de la privatización de ENTEL con la finalidad de proteger a los
usuarios. En materia de telecomunicaciones, entre sus funciones se encuentran la
regulación administrativa y técnica; la verificación y fiscalización; la asistencia a la
Secretaría de Comunicación en la elaboración de planes técnicos y hacer cumplir los
decretos y reglamentos referidos a telecomunicaciones.

[5] Este decreto fue elaborado desde la Subsecretaría para la Reforma Institucional y
Fortalecimiento de la Democracia, tomando en consideración los proyectos presentados por
la Oficina Anticorrupción y los aportes del Foro Social para la Transparencia y de la Mesa
de Diálogo Argentino. En el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional, el decreto establece el
libre acceso a la información pública; la obligatoriedad de los funcionarios públicos de dar
a conocer sus reuniones y encuentros a través de un registro de libre consulta; un
procedimiento uniforme para la convocatoria y realización de audiencias públicas, un
mecanismo para posibilitar la participación de los interesados en la elaboración de normas,
así como también un procedimiento para permitir la presencia de cualquier persona en las
reuniones de los órganos de dirección de los Entes Reguladores de los Servicios Públicos.
(Guía Ciudadana, Foro Social para la Transparencia, 2005).

[6] Decreto1172/03.

[7] Osklak, O.,O´Donnell, G. “Estado, políticas estatales en América Latina: Hacia una
estrategia de investigación”. En Kliksberg, B. Y Selbrandt, J. (comp.) Para investigar la
administración pública. Modelos y experiencias latioamericanos. INAP, Alcalá de
Henares, 1984.

[8] Durante la gestión de Alzogaray, la deuda total de ENTEL sufrió un incremento de un
122% y llegó a superar los 2.000 millones del dólares. De dicha cifra, alrededor de u$s 500
millones tenían que ver con compromisos contraídos por las empresas con sus principales
contratistas, entre las que se encontraban Siemens, Pecom Nec (del grupo Pérez Companc)
y Telettra e Italtel (de Techint). (Abeles, Forcinito, Schorr, 2001).
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[9] Consorcio 1: Telefónica de España (a través de su controlada Telefónica Internacional),
Pérez Companc (a través de Inter Río holding Establishment), Techint (a través de
Inversora Catalinas) y el City bank (a través de CitiCorp Venture Capital).
Consorcio 2: Bell Atlantic, Manufacturers Honuver, Cititel, Blaston Trading, Siar, Cofipa,
Cadipsa y Welbers Insúa.
Consorcio 3: Stet Societá Finanziaria, France Calbe et Radio, Pérez Companc (a través de
su controlada Cía. Naviera Pérez Companc) y el Banco J. P. Morgan (Abeles, Forcinito,
Schorr, 2001)

[10]Abeles, Forcinito, Schorr, 2001

[11] En la obstaculización de la conformación de un esquema competitivo se suma que los
principales oligopolios del sector han logrado acceder a un alto grado de integración
vertical y horizontal de sus actividades así como la posibilidad de posicionarse
estratégicamente en todas aquellas infraestructuras alternativas a partir de las cuales resulta
posible prestar el servicio básico de telefonía (ver Abeles, Porcinito, Schorr, 2001).

[12] El antecedente de esta ley es el decreto 1842/87 (firmado por Alfonsín) que reconocía
la crisis del sector público y destacaba el deterioro funcional y financiero de las empresas
de servicios públicos. Así, señalaba la necesidad de introducir factores de competitividad en
los servicios públicos que permiten diversificar la oferta, dado que el monopolio estatal
resulta desfavorable para los ciudadanos. Consideraba indispensable atender y promover la
participación de la inversión privada.

[13] Esta misma cláusula que prohíbe a los prestadores de telefonía brindar radiodifusión
también está expresada en la Ley de Radiodifusión (22.285/80), en la Ley de Bienes
Culturales del 2003 y en la ley 26.053.

[14] Aunque ya antes de que se implementara el rebalanceo, tanto las tarifas de corta y
larga distancia excedían una relación costo- beneficio “razonable” (en Argentina se definió
como costo unitario mínimo de largo plazo en la prestación del servicio). (Abeles,
Forcinito, Schorr, 2001).

[15] Más allá de lo que establece el decreto 764/00, vale la pena establecer algunas
clasificaciones teóricas respecto del Servicio Universal. Diego Rossi (2006) explica que el
acceso universal consiste en garantizar por medio de la red pública, la disponibilidad de al
menos un servicio básico de telecomunicaciones (viva voz) en cualquier hogar, y constituye
la definición que más se ajustó a las decisiones de políticas de accesibilidad en los países en
desarrollo, en donde la penetración telefónica rural es baja y debió garantizarse vía
teléfonos públicos o locutorios. Sobre esta base, el servicio universal es un concepto más
obligante para los prestadores, basado en tres dimensiones: equidad distributiva (servicios
accesibles a usuarios de bajos ingresos), cobertura geográfica (instalación de líneas
telefónicas en zonas remotas) e igualdad material física (que el servicio sea física y
económicamente accesible a los usuarios minusválidos o discapacitados físicos). El énfasis
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relativo que se asigne a cada una de ellas define la orientación de la política de
telecomunicaciones en cada país. Se puede considerar al acceso universal como un
acercamiento previo y necesario hacia el servicio universal. Desde el punto de vista social,
garantizar un servicio universal permite la comunicación con otras localidades, reduce el
aislamiento de las poblaciones, especialmente de aquellas de menores ingresos, y
disminuye la migración a las ciudades. Asimismo, contribuye a una mejor educación y
facilita el acceso de la población de menores recursos a servicios de información. Desde
una perspectiva económica, el servicio universal mejora la eficiencia de los mercados
regionales y nacionales, pues contribuye a diversificar la estructura productiva de las
comunidades y promueve el comercio fuera de ellas. De otro lado, disminuye el gasto en
comunicaciones de los nuevos abonados y dinamiza al sistema en su conjunto, pues cada
vez que un nuevo abonado se integra a la red pública de telecomunicaciones permite que
los demás abonados se comuniquen con él. La definición más corriente a nivel
internacional actualmente referencia al servicio universal como el acceso de virtualmente
todos los ciudadanos a la red inteligente y a un paquete de servicios esenciales que
incluyen, servicios de touch-tone, emergencias, información pública, llamadas de larga
distancia subsidiadas para personas con bajos ingresos, tarifas de precio razonable, y
conectividad preferencial para entidades educativas y bibliotecas (Rossi, 2006).

[16] Nunca se crearon ni el Fondo Fiducidario del Servicio Universal y, por ende, tampoco
existe el Servicio Universal. Sin embargo, según un informe de la CNC del 2002, las
empresas prestatarias de telefonía celular, desde enero de 2001 trasladan a sus clientes en
concepto del SU un 1% de los servicios facturados, lo cual supone una “deuda” de $112
millones en el período enero 2001- abril 2002 (Informe de Servicio Universal Res.202/04).

[17] El Informe Final de las audiencias de Telefónica y Telecom ya puede verse en la
página de UNIREN (www.uniren.gov.ar).

[18] Charla debate en la UBA “Audiencias Públicas sobre el acuerdo entre el Estado y las
Telefónicas”. Teórico nº 7, del 19/04/2006 de la materia Políticas y Planificación de la
Comunicación, cátedra Mastrini.

[19] En el Artículo 11 del Reglamento General de Audiencias del decreto 1172/03 se
establece que el particular interesado es aquella persona física o jurídica que invoca un
interés simple, es decir, el interés que posee cualquier habitante del país interesado en el
proceder de la Administración.

[20] Entrevista a Juan Pablo Leyro por Ana Bizberge.

[21] Garnham, N. “El desarrollo del multimedia: un desplazamiento de la correlación de
fuerzas” en Bustamante y Álvarez Manzanilla, Presente y Futuro de la televisión digital.
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